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Resumen 


La Constitución Política de Colombia consagra en su artículo 58 la garantía a la propiedad privada, y le endosa a esta una función social y al Estado el deber de propender por la protección y la promoción de posesiones de tierra bajo formas asociativas y solidarias. En este contexto constitucional y en el de la globalización de la economía y de las teorías del desarrollo, este trabajo se propone determinar si el Estado colombiano, mediante las normas actuales y las políticas públicas vigentes, puede garantizar la pequeña propiedad rural y la supervivencia de las comunidades étnicas. Para ello se partirá de algunas teorías acerca de la formalización de la propiedad, como la de Daniel Fitzpatrick, a fin de analizar si dichas teorías son de recibo en materia de propiedad comunitaria de la tierra. Como resultado de dicho análisis, se obtiene la interpretación de la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia sobre la propiedad colectiva de la tierra, en la que se demuestra la inexistencia de garantías jurídicas suficientes para estos grupos, para quienes la propiedad está asociada con sus condiciones básicas de existencia, cosmogonía y cosmovisión, y, por tanto, es derecho fundamental para la vida digna de sus individuos. Igualmente, se pudo concluir que las políticas públicas y la normatividad, más que ser una respuesta a las necesidades de los pequeños propietarios de la tierra en el país, obedece a políticas supranacionales con fines netamente extractivistas y mercantilistas, las cuales han migrado de las teorías clásicas del derecho de propiedad hacia las que podríamos denominar de “nuda propiedad”.
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Critical State of Collective Rural Property in Colombia


 


Abstract 


The Colombian Constitution, 58 article, guarantees private property and gives it a social function and endorses the State to foster protection of landholdings under associational and collective forms. In this constitutional context and around the globalization theories and development politics, the objective of this work is to determine whether the Colombian state by the current rules and public politics, can guarantee the small collective rural property, and the survival of ethnic communities. For this objective, will be discussed about property theories as the theories of Daniel Fitzpatrick, to analyze whether these theories are applicable for community land ownership. As a result it obtains the interpretation of law, doctrine and jurisprudential on collective ownership of lands. The absence of legal guarantees is demonstrated in these groups where the property is associated with basic living conditions, cosmogony and cosmology regulations and therefore is a fundamental right to a dignified life of individuals. It could be concluded that public policies and regulations do not respond to the needs of smallholders, but it could respond to supranational policies that migrated from the classical theories of property rights to the “bare ownership”.
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Introducción*


 


 


* Este libro hace parte de la línea desarrollada en la Universidad del Rosario (Bogotá, Colombia), denominada “Diseños institucionales de la regulación de los derechos de la propiedad agraria en Colombia en una perspectiva comparada”.


 


 


La Constitución Política de Colombia consagra en su artículo 58 la garantía a la propiedad privada y demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles. Igualmente, le endosa a la propiedad una función social, y al Estado el deber de propender por la protección y la promoción de posesiones de tierra bajo formas asociativas y solidarias.1 En este contexto constitucional, y a pesar de que la nueva Carta Política no logra avances significativos en materia de reforma a las estructuras agrarias imperantes (Peña, Parada y Zuleta, 2014), algunas normas posteriores se han encargado de desarrollar la propiedad colectiva de la tierra, tanto de las comunidades indígenas como de los afrodescendientes.2 Para estos grupos, la propiedad está asociada con sus condiciones básicas de existencia, cosmogonía y cosmovisión y por tanto es derecho fundamental para la vida digna de sus individuos.3


La propiedad colectiva de la tierra en las comunidades indígenas está instituida a través de resguardos, y en los afrodescendientes, a través de la figura de tierras de las comunidades negras. Estas instituciones poseen limitaciones especiales en cuanto a la enajenación, la constitución de gravámenes y la pérdida por prescripción, ya que lo que se busca con dicha reglamentación, además de garantizar un acceso efectivo de tales comunidades a la propiedad rural, es impedir que por diversas circunstancias estas poblaciones vulnerables puedan ver afectado el derecho de dominio ya adquirido (artículo 63, CP).4 No obstante, el acceso a la propiedad rural puede verse restringido por diversos factores externos, entre ellos se cuenta el conflicto armado que vive el país y que en la mayoría de los casos obliga a las comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes al desplazamiento o, incluso, al despojo de sus tierras y territorios.


Este libro hace parte de la investigación desarrollada en la Universidad del Rosario (Bogotá, Colombia), denominada “Diseños institucionales de la regulación de los derechos de la propiedad agraria en Colombia en una perspectiva comparada”, que pertenece al programa “Observatorio de restitución y regulación de derechos de propiedad agraria”, financiado por Colciencias. Tiene como propósitos valorar comparativamente los instrumentos legales con los que cuentan las comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes al momento de reclamar del Estado la protección de su derecho de propiedad, y auscultar la informalidad en la propiedad agraria en Colombia, a fin de relacionarla causalmente con las garantías jurídicas para proteger dicho derecho de propiedad de las comunidades más vulnerables del país. Como parte de todo ello, con este documento se explorará, a la luz de la crítica que el académico Daniel Fitzpatrick (2006) realiza a las teorías económicas convencionales esgrimidas por Harold Demsetz (1967) y Ronald Coase (1960), la consolidación de los sistemas de propiedad privada en sociedades altamente inestables en su política y economía.


Para el logro de este propósito, se escribe una breve reseña histórica legislativa afín a la propiedad colectiva; se analizan las implicaciones de la globalización sobre los sistemas de planeación estatales, especialmente en lo relativo a la propiedad colectiva de la tierra; y se describe lo que Fitzpatrick (2006) considera el establecimiento de un sistema de acceso abierto en materia de propiedad en los países emergentes, para lo cual se parte de un análisis de factores como la conflictividad que trae aparejada la imposición de un sistema de formalización de la propiedad. Tomando como base esta descripción y algunas experiencias europeas, como las descritas por Kautsky (1899), se evalúan los antecedentes y el estado actual, en materia legislativa y fáctica, de la propiedad comunitaria de la tierra. En un apartado especial, se analiza la incidencia de las políticas públicas estatales, especialmente desde la perspectiva de la planificación, en la protección de la pequeña propiedad rural, y, por último, se aborda un análisis, con base en algunos casos concretos, de cómo ha sido la inserción de los sistemas de formalización de la propiedad en Colombia, especialmente en relación con la titularidad comunitaria de la tierra que la Constitución Política concede en favor de las comunidades indígenas y negras.


El texto resultante puede ser consultado o bien como producto de la investigación descrita en los párrafos anteriores, o bien como material de apoyo pedagógico, siempre bajo la óptica de un enfoque cualitativo de la racionalidad de las políticas públicas estatales sobre la propiedad colectiva. Cabe aclarar que no se incluye un análisis del Decreto 902 del 2017, ya que su expedición fue posterior a la culminación del presente trabajo y aún no ha transcurrido el tiempo suficiente para evaluar sus efectos en torno a la formalización de la propiedad como medida para llegar a la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final de Paz.


Notas


1 En el artículo 58 de la Constitución Política, modificado por el artículo 1° del Acto Legislativo 1 de 1999, se exponen los siguientes apartados: “Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los derechos de los particu­lares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.


La propiedad es una función social que implica obligaciones.


Como tal, le es inherente una función ecológica.


El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.


 


Por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto al precio” (cursivas fuera de texto).


 


2 Artículo 63 y 329 de la Constitución Política y leyes 21 de 1991, 70 de 1993 y 160 de 1994.


 


3 El derecho fundamental al territorio de las comunidades negras e indígenas ha sido reconocido en Colombia vía jurisprudencia de la Corte Constitucional. Pueden consultarse al respecto las sentencias T-188 de 1993 y T-769 del 2009, entre otras.


 


4 Artículo 63 de la Constitución Política: “Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables” (cursiva fuera de texto). 





Capítulo I
Reseña histórica legislativa afín 
a la propiedad colectiva


 


 


 


 


 


Según Cox (FAO, 2003), la tenencia de la tierra es la relación, definida en forma jurídica o consuetudinaria, entre personas, en cuanto individuos o grupos, con respecto a la tierra (por razones de comodidad, “tierra” se utiliza aquí para englobar otros recursos naturales como el agua y los árboles). La tenencia de la tierra es una institución, es decir un conjunto de normas inventadas por las sociedades para regular el comportamiento. Las reglas sobre la tenencia definen de qué manera pueden asignarse dentro de las sociedades los derechos de propiedad de la tierra. Definen cómo se otorga el acceso a los derechos de utilizar, controlar y transferir la tierra, así como las pertinentes responsabilidades y limitaciones. En otras palabras, los sistemas de tenencia de la tierra determinan quién puede utilizar qué recursos, durante cuánto tiempo y bajo qué circunstancias. Con el fin de iniciar el estudio sobre las instituciones jurídicas que tocan con la tenencia de la tierra en Colombia, se parte de un análisis de las instituciones relacionadas a lo largo de la historia colonial y constitucional republicana, y se destaca la institución de la propiedad privada como el eje sobre el cual gira el ordenamiento jurídico colombiano y de la mayoría de países occidentales.


Por tanto, este acápite compendia una mirada histórico-jurídica sobre la institución de la propiedad privada rural en Colombia.


 



1. Recuento histórico de la propiedad en Colombia durante el periodo comprendido entre el siglo XVI y finales del siglo XIX



Siguiendo al académico Fals Borda (1975), es preciso partir del hecho de que al momento de la conquista española los indígenas existentes en el actual territorio colombiano vivían en su mayoría como nómadas y con un mínimo de organización social que no les permitía mayor acumulación de excedentes. Es por ello que no había propiedad privada sobre la tierra y su uso estaba destinado a la subsistencia colectiva, a partir de formas comunitarias de producción. Sin embargo, los tayronas, zenúes, chibchas y agustinianos lograron una organización social más compleja, que aparejaba el sedentarismo, la agricultura, el uso de herramientas y, por ende, algún grado de acumulación de excedentes, cuyo único fin era contribuir a la regeneración de la fuerza de trabajo. Fals Borda (1975) asegura que esta incipiente organización social sirvió de base a los españoles para imponer sus formas señoriales de dominación, las cuales tenían origen en la transición que España estaba dando hacia el capitalismo mercantil.


En el periodo inicial de la ocupación española, los conquistadores tuvieron un amplio margen de acción, que fue el que sentó las bases fundamentales para promulgar posteriormente la legislación referente a las colonias, pues, como afirma Margarita González (1970),


Las legislaciones de 1512 (Leyes de Burgos) y de 1542 (Leyes Nuevas de Carlos V) se originaron como respuesta inmediata a dos momentos en la historia colonial española de gran tensión entre indígenas y colonos y entre colonos encomenderos y la Corona misma. La Recopilación de Leyes de Indias de 1680 obedecía en cambio a la necesidad más general de suplir la carencia tan notable hasta entonces de un código legislativo sistematizado y de carácter permanente, para consulta de los legisladores peninsulares y, sobre todo, de los representantes del gobierno español en América. (p. 8)


 


Sin regulación específica por parte de la Corona española, los conquistadores impusieron a los indígenas instituciones económicas como el repartimiento y la encomienda, las cuales, más que estar relacionadas con la propiedad de la tierra, tenían por fin la explotación de la mano de obra aborigen. El repartimiento consistía en la distribución que hacían los españoles de algún territorio a los indígenas con miras a que trabajaran en los sembradíos y otras tareas, para, al final de cuentas, hacer suyos los beneficios que de dicho trabajo se derivaban. Por su parte, la encomienda, que para ciertos académicos era una mita encubierta, tuvo su origen en las Leyes de Burgos de 1512, y buscaba imponer un tributo en favor de los españoles y a cargo de los indígenas que, en forma aparente, habían sido declarados libres para que se convirtieran en tributarios. La encomienda no reconocía a los encomenderos derechos sobre la tierra, pero sí la apropiación de los excedentes que emanaban del trabajo indígena y que eran entregados en especie por estos a los funcionarios reales o al mismo encomendero:


La existencia de un grupo de encomenderos ausentes de las colonias y la disposición real de que los encomenderos establecidos en las Indias no podían residir entre sus indios encomendados —disposición que procuraba evitar la explotación desaforada de los indígenas ya bajo forma de trabajo, ya bajo forma de tributación arbitrariamente elevada o exigida en servicios personales no debidos—, estuvieron entre los factores que más minaron la institución de la encomienda. En efecto, el encomendero ausente, alejado de todos los problemas de la comunidad indígena de donde provenían sus ingresos, no podía estar interesado sino en su parte de ganancias. No eran objetos de su reflexión ni cuidado cómo hacían los indios para producir las contribuciones que les exigía la Corona, de las que él mismo gozaba parcialmente, ni tampoco cómo las nuevas modalidades de trabajo impuestas a los indios afectaban su vida, sus tradiciones, su estructura social.


 Los encomenderos residentes en las Indias, por otra parte, si bien podían darse cuenta directamente de las desventajas que el vasallaje colonial representaba para los indios sobre todo por lo que se refería a la alarmante merma demográfica, eran presa de gran inseguridad y por lo tanto del deseo de asegurarse un enriquecimiento rápido y a cualquier costo. (González, 1970, p. 9)


 


La extinción racial a que se vieron abocados los indígenas tras el proceso de colonización fue, entonces, una de las principales razones para el ocaso de la encomienda, el cual quedó institucionalizado a partir de la cédula del rey Felipe V (12 de julio de 1720).


Con gran preocupación la Corona buscó evitar que se diezmara la fuerza de trabajo aborigen, por esto, al reconocer el repartimiento de tierras como un privilegio a sus colonos, veló porque las tierras que se consideraban de propiedad indígena no fueran apropiadas por los españoles. Fue entonces que se prohibió a los conquistadores que habitaran dentro de los terrenos de posesión de los indígenas, los cuales, en 1561, fueron reconocidos bajo el nombre de resguardo y como bienes por fuera del comercio. Los resguardos fueron parte de la política española que procuraba segregar a los grupos raciales extraños a los indígenas (blancos, mestizos y negros) para preservar la mano de obra aborigen y, por ende, su capacidad de tributación.


Estos terrenos de resguardo, aunque distantes de las formas de tenencia de la tierra conocidas en Europa, se relacionan posiblemente con figuras como los ejidos, los cuales se remontan a la reconquista española ante los moros. Los ejidos eran en la España de la época una franja de tierra que se dividía en tres áreas: una limitaba con la zona habitada, la cual era definida como propiedad comunal, que, además de proveer seguridad frente a posibles ataques moros, constituía una zona de reserva forestal y recreo; la segunda franja de terreno fue conocida como la dehesa, cuyo fin era proporcionar terrenos a los pobladores más pobres para el apacentamiento de su ganado y para la siembra de cultivos comunitarios; por último, se encontraba un área de propiedad de la respectiva municipalidad, cuya finalidad era permitir a dicho ente territorial la consecución de rentas propias a través, la mayor parte de las veces, del arrendamiento a terceros. Esta figura de los ejidos constituía entonces una propiedad comunal que no podía ser vendida, ocupada o enajenada de ninguna forma. Por su parte, los resguardos también eran divididos en varios sectores que se destinaban a diversas clases de producción: una primera, que era la más extensa, a las labranzas particulares de cada una de las parcialidades del pueblo y que tenía por fin dar sustento a los indígenas; una segunda, denominada labranzas de comunidad, cuyo producido estaba bajo el control directo de los corregidores, quienes descontaban lo correspondiente a los requintos del rey y destinaban lo demás a las cajas comunitarias que servían para el pago de tributos y limosnas de los más pobres; por último, existían franjas de terreno de pastos para la cría del ganado menor.


En América, el resguardo se implantó como una medida proteccionista que, en principio, no varió la posesión del área física ocupada por los aborígenes, pero sí estableció una limitación para muchos de estos pueblos de tradición nómada. Posteriormente, y con miras a que los españoles que aspiraban se les concedieran mercedes de tierras en el nuevo mundo pudieran garantizar que estas eran “vacas” o vacías de moradores indígenas (en virtud de las políticas proteccionistas de la Corona), el resguardo fungió como un sistema de concentración (reducción) de grupos indígenas exiguos numéricamente y ubicados en zonas dispersas. Así, se convirtió en una institución que permitía mantener en pie el sistema económico español, a través de la conservación de la mano de obra indígena y la preservación de los ingresos tributarios provenientes de la comunidad a la que se prodigaba protección. Cabe resaltar que las reducciones, aunque aparentaban tener fines proteccionistas para los indígenas, fueron motivadas también por la creciente presión ejercida por los criollos sobre las tierras de resguardo:


 


Por lo que la documentación estudiada permite ver, la explotación de las tierras de resguardo se hacía individualmente, es decir, por medio del laboreo de parcelas asignadas a cada indio útil tributario, en las que este tenía su choza y su familia. Lo que le rendía el lote de tierra trabajado era empleado por el indio en el mantenimiento de su familia y en el pago de los tributos debidos a su encomendero o a la Corona, en el último caso a través del cacique. Una de las condiciones esenciales en la asignación de resguardos fue el compromiso adquirido por los indios de cultivar las parcelas que se les asignaran; se hacía la advertencia de que el indio que abandonara durante cierto tiempo el cultivo de su lote perdería este, que sería asignado a otro indio. Esto significaba, para el indio improductivo, la pérdida de su fuente de sustento pero no la confiscación de algún bien suyo, pues de hecho la tierra no le pertenecía. (González, 1970, p. 26)


 


El vaciamiento de tierras originariamente ocupadas por los indígenas americanos dio lugar a lo que Fals Borda (1975) y Friede (1969, citado en Fals Borda, 1975) consideran la hacienda, propiedad proveniente del repartimiento o de las mercedes de caballerías y estancias. Si bien las políticas de la Corona tenían fines segregacionistas y proteccionistas de la mano de obra indígena, el fenómeno de las haciendas contribuyó a la creciente integración de la población indígena con la de los blancos y los mestizos, principalmente; por ello, estos últimos, como mano de obra libre, entraron a prestar sus servicios en el sector minero y agrícola de las grandes haciendas en formación. Aunque en un principio los españoles, a través del concierto, obtenían mano de obra de los indígenas de las zonas de reducción, la disminución de la población conllevó a que cada vez más se emplearan mestizos como mano de obra libre, quienes también entraron en los terrenos de resguardo como arrendatarios de los aborígenes. Este empleo de los mestizos, a su vez, presionó para que se reconocieran a los concertados indígenas la libertad y el pago de los jornales correspondientes al trabajo realizado, toda vez que dichos arrendatarios trataban de conseguir para la explotación de la tierra arrendada trabajo arrendado o concertado indígena.


Al ser ilegal el arrendamiento de tierras por parte de los indígenas a los mestizos, la Corona decidió asumir por su cuenta la venta o el arriendo de estas parcialidades, operando esta circunstancia en la posterior expropiación de las tierras de resguardo. Es por esto que, al finalizar el siglo XVIII, los resguardos fungían como una mera apariencia de vida en comunidad, con el fin de salvar la posesión de la tierra, pero los indígenas ya habían migrado hacia las haciendas bajo la figura del trabajo libre y remunerado.


Los concertados indígenas pronto fueron fijados a la tierra de la hacienda, es decir que ya no se desplazaban al finalizar la jornada de trabajo a sus reducciones, sino que pasaron a ser siervos adjuntos a la tierra señorial; es decir, se dio una evolución de la forma tributaria del concierto, pasándose de la obligación que recaía en los caciques indígenas de entregar una parte de su población como concertados, a través de una especie de contrato que se establecía entre el hacendado español y el cacique del pueblo indígena, a la forma de concierto contractual, que representa un concierto voluntario de los aborígenes por medio de la prestación personal de un servicio al hacendado y la tributación individual.


Este concierto fue combinado en las haciendas con la esclavitud como medio de producción, la cual decayó con el surgimiento del trabajo asalariado, que ya empezaba a vislumbrarse desde los agregados indígenas. Por su parte, el movimiento cimarrón también contribuyó a este declive, toda vez que, al buscar los negros esclavos huir de sus amos, dichas comunidades se establecieron como colonias agrícolas libres y lejanas de los opresores.


La hacienda, como predecesora de los latifundios, se vio robustecida con los terrenos de resguardo que fueron expropiados a los indígenas, al igual que con las propiedades realistas confiscadas durante las guerras de independencia y que posteriormente entraron a acrecentar las ya extensas propiedades de muchos criollos. Es por ello que las formas de explotación señoriales y esclavistas se perpetuaron durante la época posindependentista, persistiendo aún hasta nuestros días.


La propiedad raíz se empezó a organizar entonces de tres formas sustancialmente diversas: a través de la propiedad privada de las grandes haciendas, de la propiedad comunal de los resguardos y de los territorios, que en virtud del dominio eminente que la Corona española decretó sobre las Américas pasó, con la Independencia, a ser de dominio del Estado. La propiedad privada fue la figura privilegiada ­durante los gobiernos liberales de mediados del siglo XIX, por lo que la propiedad comunitaria, al ser considerada improductiva, fue perdiendo su vigor de otras épocas. La abolición del resguardo y la consecuente privatización de estas tierras se consideraron la vía más eficaz para sacar a los indígenas de la condición de supuesto atraso, ignorancia, miseria y degradación que poseían. Al elevar al indígena a una condición de ciudadano con igualdad de derechos, se obtenían nuevos tributarios para el sistema fiscal que demandaba la nueva etapa republicana:


 


Las “leyes libertadoras” respondían a un cambio en la concepción política de la economía colonial por parte de los libertadores. Para estos, nutridos en ideales proclamados por la Revolución Francesa (1789), los resguardos indígenas parecían un legado colonial inaceptable. Lo correcto ahora era estimular las libertades individuales, la igualdad democrática, la libre empresa y el libre comercio. Todo esto, sumado, equivalía a romper con las formas señoriales y esclavistas y abrir cauces a nuevas formas de organización de la sociedad. (Fals Borda, 1975, p. 97)


 


No obstante, figuras coloniales como el resguardo lograron sobrevivir en la Gran Colombia, toda vez que el costo de las gestas independentistas impidió que se abolieran instituciones que, como estas, tenían un profundo contenido economicista para el nuevo gobierno. Durante la Nueva Granada se expidieron algunas leyes (1832) que tenían como objetivo facilitar el reparto de los resguardos a través de la segregación de ciertas franjas de terreno destinadas al uso de los blancos y los mestizos libres (antecedente directo de muchos de los minifundios que actualmente surcan la región central colombiana), dejando las parcelas indígenas restantes por fuera del comercio durante lapsos de diez y veinte años. Esta última medida tenía por fin, al igual que durante la época de la colonia, mantener mano de obra dispuesta para trabajar en las haciendas circunvecinas.


En 1850 se retoma nuevamente el interés por repartir los territorios de resguardo, por lo que se expide una normatividad que deja en manos de las gobernaciones la decisión final sobre el reparto de las tierras de los aborígenes. A raíz de esta, los resguardos perdieron aplicabilidad en los departamentos más cercanos al poder central y conservaron su vigencia en aquellos de más difícil acceso para los círculos cercanos a Bogotá. Así, solo en el sur del país dichas tierras de resguardo continuaron gozando del respaldo de los gobiernos locales hasta la mitad del siglo XIX:


 


El proceso desamortizador y la privatización de las tierras ejidales y comunitarias tomaría tres décadas en alcanzar sus objetivos definitivos en el centro de la república, pero no fue tan fácil en otras regiones neogranadinas. La resistencia de los indígenas, que se negaban a permitir la extinción de sus resguardos, se hizo manifiesta en las provincias sureñas de Popayán y Pasto, de alta concentración poblacional indígena, donde el aislamiento brindado por las formidables barreras cordilleranas, elevados cañones y caudalosos ríos, permitió que los resguardos tuvieran una tregua. Los principales pueblos indígenas del alto Cauca estrecharon lazos de unión para hacerles frente a las disposiciones vigentes. Los paeces, aliados de los líderes regionales del liberalismo, siguieron luchando de diferentes maneras para conservar sus tierras comunitarias y los recursos naturales disponibles en los montes y bosques. Los mecanismos recurrentes fueron diversos, desde la escenificación de protestas violentas, las dilaciones legales y los instrumentos de la resistencia pasiva, hasta la negociación. Cámaras Provinciales de otras regiones de la Nueva Granada, como Neiva, en el alto Magdalena, Riohacha y Cartagena, en la Costa Caribe, y el ­Chocó, en la del Pacífico, solicitaron al gobierno nacional la suspensión de las leyes respectivas a la desamortización, debido a la inaccesibilidad de las serranías, montañas y ciénagas que impedían las labores de medición, previas a la repartición, y a las dificultades presentadas en torno a la ausencia de títulos de propiedad, imprescindibles para demarcar los terrenos. (Murgueitio, 2014, p. 84)


 


Ya para finales del siglo XIX, y en vista de la lucha por la tierra que generó la llegada masiva de campesinos libres a raíz del inicio del libre comercio y de la era exportadora de productos como el tabaco y el café, empezaron a adquirir importancia los terrenos baldíos, aunque de estos ya trataba el estatuto de tierras de 1754, al decir que eran bienes fiscales de la monarquía con carácter comercial y cuya adquisición se originaba a través de la vía onerosa.


 



2. Breve análisis de las instituciones jurídicas relacionadas con la tenencia de la tierra en Colombia durante finales del siglo XIX y comienzos del XX



Es preciso aludir al hecho de que los terrenos baldíos, según el Código Civil en su artículo 675, son todas las tierras que, estando situadas dentro de los límites territoriales, carecen de otro dueño. Este concepto jurídico de baldíos es fundamental, ya que fueron estos terrenos los que, desde épocas de la Colonia, han sido la fuente de la propiedad privada de la tierra en el país.


La adjudicación de baldíos, siguiendo a Catherine LeGrand (1988), se ha manifestado bajo dos tendencias: una que busca fomentar la colonización mediante la distribución de la tierra a los cultivadores que desean trabajarla, y otra que busca financiar el Estado a través de la venta de títulos correspondientes a grandes extensiones territoriales incultas. Esta aparente contradicción en la política pública de tierras fue el detonante de los grandes conflictos agrarios de finales del siglo XIX.


La estructura de tenencia de la tierra en América Latina se ha caracterizado tradicionalmente por promover los latifundios, en desmedro de la agricultura campesina de subsistencia o minifundista. Esta tensa relación ha originado profundas crisis que enfrentan constantemente a campesinos y terratenientes.


En el campo colombiano, la adjudicación de terrenos baldíos ha promovido la concentración de la tenencia de la tierra en unos pocos, en tanto que el avance de la colonización ha procurado, en una primera fase, otorgar derechos de propiedad a los campesinos y los colonos desposeídos. Para Catherine LeGrand (1988),


 


Por lo general, la expansión de la frontera en Colombia se llevó a cabo en dos etapas sucesivas. Primero, familias campesinas se trasladaban a las fronteras y limpiaban y sembraban la tierra, aumentando así su valor por el trabajo que en ella habían invertido. Estos pioneros eran similares a propietarios campesinos de otras partes del país, pero con una diferencia crucial: no tenían títulos legales sobre las tierras que trabajaban. En la segunda etapa entran en escena los empresarios acomodados, empeñados en formar grandes propiedades y en transformar a los colonos originales en arrendatarios al hacer valer sus derechos de propiedad de la tierra. Este conflicto básico de intereses entre familias de colonos autónomos e inversionistas de la élite determinados a controlar la tierra y el trabajo de los colonos es característico de la experiencia fronteriza en Colombia. Dentro de las condiciones de una economía de exportación en crecimiento, la lucha por el más decisivo de los recursos agrícolas —la tierra— equivalía en efecto, a la disputa, más fundamental todavía, en torno a los beneficios del crecimiento económico. (p. 18)


 


Se calcula que en el siglo XIX tres cuartas partes del territorio nacional eran terrenos baldíos,1 los cuales fueron posteriormente adjudicados para la producción agrícola de bienes de exportación. Estas adjudicaciones se concentraron fundamentalmente en las zonas templadas y cálidas, ya que dichas propiedades eran aptas para el cultivo del café, el banano y el desarrollo de la ganadería.


Así, los baldíos adquirieron especial importancia, no solo en materia productiva, sino también en la dinámica social del área rural colombiana. En este sentido, puede aseverarse que la inexistencia de títulos fiables de propiedad sobre estos territorios con enorme potencial económico y los desarrollos legislativos relacionados con su adjudicación fueron determinantes a la hora de entender los conflictos sociales que por años han aquejado a muchas de estas zonas del país.


En 1874, mediante la Ley 61, se dispuso que serían considerados propietarios los colonos que ejercieran posesión sobre terrenos explotados económicamente, otorgándoles la propiedad no solo sobre la extensión de terreno cultivada, sino también sobre 30 hectáreas adyacentes. En caso de que los terrenos permanecieran abandonados por un término de cuatro años o más, dichos bienes deberían ser reintegrados al dominio de la Nación.


Así mismo, la Ley 48 de 1882 contemplaba que, por el solo hecho de la ocupación, los colonos, aunque no hubiesen solicitado un título legal sobre la tierra, tenían derecho a ella, por lo que se prohibía a los tenedores de bonos, que por lo general eran grandes propietarios, la adquisición de terrenos que estuvieran ocupados de antemano por los ­colonos. Con medidas como estas se buscaba la construcción de una sociedad capitalista que tuviera fundamento en la pequeña propiedad rural.
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